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En el presente informe jurídico se analiza el procedimiento administrativo iniciado por parte de 
Unión de Cervecerías Peruanas Backus y Jhonston Sociedad Anónima Abierta, Cervecería 
San Juan S.A., y Compañía Cervecera Ambev Perú S.A.C. contra el Ministerio de Economía y 
Finanzas, y la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria ante el 
INDECOPI. Asimismo, se analiza los problemas jurídicos que se presentan. Se denuncia versa 
sobre la supuesta imposición de una barrera burocrática consistente en la exigencia de que la 
destrucción de los desmedros de existencias deba efectuarse ante notario público para ser 
aceptadas por la SUNAT para la deducción del impuesto a la renta de tercera categoría. Esta 
supuesta barrera burocrática estaría materializada tanto en una disposición, el literal c) del 
artículo 21 del Decreto Supremo N° 122-94-EF emitido por el MEF, como en dos actuaciones 
materiales consistentes en informes emitidos por la SUNAT. La denuncia fue admitida a trámite 
únicamente en el extremo que materializa la barrera burocrática en la disposición, pero 
improcedente respecto de las actuaciones materiales. Esto debido a que se consideraría que 
estos informes (actuaciones materiales) no producen efectos jurídicos. Sin embargo, en la 
realidad de los hechos, los administrados si se ven obligados a cumplir con la exigencia 
contenida en los informes jurídicos. 
En primera instancia se resuelve sobre la ilegalidad y carencia de razonabilidad de la barrera 
burocrática, pero únicamente respecto de la materialización en la disposición, resolviendo que 
la barrera burocrática no sería ilegal pero si carente de razonabilidad. 
Realizadas las apelaciones correspondientes por parte de las denunciadas y luego de haberse 
intentado la adhesión de apelación por parte de las denunciantes, (esto sin éxito debido a que 
según criterio de la Sala Especializada no se cumplía con el requisito de fundamentar el agravio 
que causaba la resolución apelada).  
Finalmente, La Sala Especializada establece que tal y como se menciona en el artículo 3.3 del 
decreto legislativo N° 1256 se excluye del concepto de barrera burocrática a “el cobro de 
aranceles e impuestos y, en general, cualquier tributo no vinculado, así como los criterios para 
su determinación” concluyendo entonces que como la barrera burocrática denunciada versaría 
sobre materia tributaria, el INDECOPI no tendría competencia para resolver sobre ello y por lo 
tanto declara Improcedente la denuncia.  
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 
DENUNCIA 

Mediante escrito presentado el 20 de febrero de 2019, Unión de Cervecerías Peruanas 

Backus y Johnston Sociedad Anónima Abierta, Cervecería San Juan S.A, Compañía 

Cervecera Ambev Perú S.A.C.(en adelante, las denunciantes) interpuso denuncia 

contra el Ministerio de Economía y Finanzas (en adelante, el MEF) y contra la 

Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria (en adelante, la 

SUNAT), por la presunta imposición de una barrera burocrática ilegal y/o carente de 

razonabilidad, consistente en la exigencia de que la destrucción de los desmedros de 

existencias deba efectuarse ante notario público para ser aceptados por la SUNAT para 

la deducción de la renta de tercera categoría, materializada en (1) disposición, la que 

contiene el literal c) del Artículo 21° del Decreto Supremo N° 122-94-EF emitido por el 

MEF: “… Tratándose de desmedros de existencias, la SUNAT aceptará como prueba la 

destrucción de las existencias efectuadas ante notario público…”. Y en (2) actuaciones 

materiales realizadas por la SUNAT mediante INFORME N° 290-2003-SUNAT/2B0000: 

“…para que proceda la deducción de la perdida por concepto de desmedros, es 

necesaria la acreditación correspondiente. Para tal efecto, la norma reglamentaria 

establece que la destrucción de las existencias debe ser efectuada ante notario público 

o, en su defecto, ante juez de paz, previa comunicación a la SUNAT con no menos de 

seis días hábiles de anticipación a la fecha de la destrucción.”. Y mediante INFORME 

N°064-2014-SUNAT/5D0000: “…a fin de acreditar los desmedros por deterioro a rotura 

de existencias utilizadas para la prestación del servicio de hospedaje, se requiere que 

los contribuyentes procedan a destruir dichos bienes ante Notario Público o Juez de 

Paz, a falta de aquel, siempre que se comunique a la SUNAT en un plazo no menor de 

seis (6) días hábiles anteriores a la fecha en que se llevará a cabo la destrucción de los 

bienes; siendo facultad de la SUNAT designar a un funcionario para presenciar dicho 

acto” 

 
FUNDAMENTOS DE HECHO: 
 

 Las denunciantes identifican la barrera burocrática como la exigencia de que la 

destrucción de los desmedros se efectúe ante Notario Público para ser aceptado 

por la SUNAT para la deducción de la renta de tercera categoría. Materializada 
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una disposición, el literal c) del articulo 21° del decreto supremo N° 122-94-EF 

emitido por el MEF y en dos actuaciones materiales efectuadas por la SUNAT.  

 Las actuaciones materiales mencionadas han sido recogidas en dos informes 

emitidos por la SUNAT cumpliendo así con la condición exigida en el artículo 22° 

del D.L.1256. Estos informes han sido signados con los números 290-2003-

SUNAT/2B0000 y 064-2014-SUNAT/5D0000 publicados en la página web oficial 

de la misma SUNAT. 

 Estos informes aun sin constituir actos administrativos ni tampoco disposiciones 

administrativas, son manifestaciones que trazan la línea interpretativa de la 

autoridad y transparenta el derrotero que ha de seguir cualquier intento por deducir 

el impuesto a la renta. 

 No se han considerado otras opciones menos gravosas como por ejemplo 

presentación de declaración jurada, constatación por parte de la SUNAT, Informe 

técnico (como para el caso de mermas), inspecciones inopinadas, presentación 

de video registrando la destrucción de los desmedros, entre otras. 

 Ya se consideró en un juzgamiento previo que la barrera burocrática que ahora se 

denuncia no es una medida proporcional. (carente de razonabilidad) 

 La medida cuestionada carece de una justificación sustentada en un interés 

público, en la medida que ha sido establecida en atención a un interés particular 

de la entidad.  

 Estaríamos frente a una barrera burocrática ilegal en tanto se contraviene el 

numeral 10) del artículo 66° del Título Preliminar del TUOLPAG la Ley 27444: “Son 

derechos de los administrados con respecto al procedimiento administrativo, los 

siguientes… 10. A que las actuaciones de las entidades que les afecten sean 

llevadas a cabo en la forma menos gravosa”  

 También se estaría yendo en contra del principio de razonabilidad, reconocido en 

el numeral 1,4) del artículo IV del Título Preliminar del TUOLPAG, así como 

también los principios en los numerales: 1.7) presunción de veracidad, 1.16) 

privilegio de controles posteriores, 1.13) simplicidad y el principio de licitud 

consagrado en el numeral 9) del artículo 248° del mismo cuerpo normativo. 

 Se tiene como indicios de la carencia de razonabilidad: i) El establecimiento de la 

medida sobre la base de un interés particular de la entidad pública y no del interés 

público, ii) La falta de proporcionalidad de la barrera burocrática denunciada, iii) 

La inexistencia de una evaluación sobre las medidas menos gravosas. Además 

de que la barrera burocrática denunciada es desproporcionada en la medida que 
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resulta excesiva con relación a su fin. 

 

RESOLUCION N° 165-2019/CEB-INDECOPI  

 

Con fecha 29 de marzo de 2019 se emitió resolución que declaraba improcedente la 

denuncia presentada en el extremo que materializó la exigencia de que la destrucción 

de los desmedros de existencias deba efectuarse ante notario público para ser 

aceptados por la SUNAT para la deducción de la renta de tercera categoría, contenida 

en los informes N° 290-2003-SUNAT/2B0000 y 064-2014-SUNAT/5D0000, pero que 

también admitía a trámite la denuncia presentada por la imposición de una barrera 

burocrática presuntamente ilegal y/o carente de razonabilidad consistente en la 

exigencia de que la destrucción de los desmedros deba efectuarse ante notario público 

para ser aceptados por la SUNAT para la deducción de la renta de tercera categoría, 

contenida en el literal c) del artículo 21°del Decreto Supremo N° 122-94-EF que aprobó 

el reglamento de la Ley del Impuesto a la Renta. 

 

Con fecha 15 de abril se impugna esta resolución alegando primero una incapacidad 

para distinguir entre la barrera burocrática denunciada y su forma de materialización y 

una evidente incapacidad de detectar una actuación material. Se concede la apelación 

con efecto suspensivo y se elevan los actuados a sala. 

 
 

DESCARGOS DE LA SUNAT 

 

Mediante escrito presentado el 29 de abril de 2019, la SUNAT presentó sus descargos, 

señalando lo siguiente: 

 

 La comisión carece de competencia para analizar la exigencia prevista por el 

literal c) del artículo 21°del Decreto Supremo N° 122-94-EF, toda vez que el 

mismo no constituye una barrera burocrática, puesto que vincula un criterio de 

determinación del impuesto a la renta de conformidad con el literal E) del numeral 

3° del artículo 3° del Decreto Legislativo N° 1256 “El cobro de aranceles e 

impuestos y, en general, cualquier tributo no vinculado, así como los criterios para 

su determinación” 

 La comisión carece de competencia para analizar la exigencia prevista por el 

literal c) del artículo 21°del Decreto Supremo N° 122-94-EF, toda vez que el 

mismo no constituye una exigencia, requisito, prohibición o cobro contenido en 

una disposición emitida por una entidad de la administración pública en ejercicio 

de actividad de policía.  

 La medida no es arbitraria en tanto existe un interés público que sustentó la 

medida cuestionada.  
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 La presencia del notario público obedece a la necesidad de acreditar, sustentar y 

dar fe de un hecho a efecto de aceptar su deducibilidad y consecuentemente 

pagar menos un impuesto a la renta. 

 No es exigible a la norma cuestionada un estudio de segundo mejor o de análisis 

de costo beneficio previo a su aprobación, toda vez que dicha metodología es 

posterior a la promulgación de la norma.  

 

 

DESCARGOS DEL MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 

Mediante escrito presentado el 03 de mayo de 2019, el MEF presentó sus descargos 

señalando lo siguiente:  

 

 El dispositivo fue emitido dentro de las competencias y atribuciones conferidas 

a la entidad, corresponde al Ministerio de Economía y Finanzas planear, dirigir y 

controlar los asuntos relativos a la tributación, política aduanera, financiación, 

endeudamiento, presupuesto, tesorería y contabilidad, así como armonizar la 

actividad económica nacional.  

 Las restricciones impuestas son proporcionales a los fines que requiere alcanzar. 

 Resulta razonable que como regla general se requiera la presencia del notario 

público en la destrucción del desmedro como prueba para acreditar la deducción.  

 No existen otras opciones para lograr el mismo objetivo con menores costos.  

 

RESOLUCIÓN DE LA COMISIÓN DE ELIMINACIÓN DE BARRERAS 

BUROCRÁTICAS 

Con fecha 09 de julio de 2019, mediante Resolución 0345-2019/CEB-INDECOPI, la 

Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas resolvió: 

 
 Declarar que constituye barrera carente de razonabilidad la exigencia de que la 

destrucción de desmedros de existencias deba efectuarse ante notario público 

para ser aceptado por la SUNAT para la deducción de la renta de tercera 

categoría, contenida en el literal c) del artículo 21° del Decreto Supremo N° 122-

94-EF, que aprobó el reglamento de la ley de impuesto a la renta; y, en 

consecuencia, fundada la denuncia presentada por Unión de Cervecerías 

Peruanas Backus y Johnston S.A.A, Cervecería San Juan S.A. y Compañía 

Cervecera Ambev Perú S.A.C., contra el Ministerio de Economía y Finanzas y la 
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Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria.  

 Disponer la inaplicación de la barrera burocrática declarada carente de 

razonabilidad del presente procedimiento, al caso en concreto, ordenar como 

medida correctiva que, de conformidad con el numeral 2) del artículo 43° y el 

numeral 44.2) del artículo 44° del Decreto Legislativo N° 1256, el Ministerio de 

Economía y Finanzas y la Superintendencia Nacional de Aduanas y de 

Administración Tributaria tienen que informar a los administrados acerca de la 

barrera burocrática declarada carente de razonabilidad en un plazo no mayor de 

05 días hábiles. 

 Deniega la solicitud de incorporación de tercero administrativo presentada por el 

Colegio de Notarios de Lima. 

RECURSO DE APELACIÓN DEL MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS.  

 

Con fecha 19 de julio de 2019, el Ministerio de Economía y Finanzas, formuló recurso 

de apelación contra la Resolución emitida por la Comisión, a fin de que la misma sea 

revocada, señalando lo siguiente: 

 Que, es el ente competente para formular y proponer la política pública 

tributaria que permita optimizar el sistema tributario, estableciendo las 

condiciones que se deben cumplir para tales efectos como el de la exigencia 

de la destrucción de desmedros frente a notario público para que sean 

deducidos de la renta bruta. Esto con la finalidad de combatir la informalidad 

y la evasión al garantizar la destrucción del desmedro.  

 Las alegaciones presentadas por las denunciantes son muy genéricas 

enmarcándose en el numeral 16.2 del artículo 16° del Decreto Legislativo 

N°1256, respecto de los supuestos que nos son considerados como indicios 

suficientes para realizar el análisis de razonabilidad.  

 El notario público es independiente y al no responder a ninguna jerarquía es 

imparcial, manteniendo así neutralidad en sus actos.  

 
RECURSO DE APELACIÓN DE LA SUNAT 

 

Con fecha 07 de agosto de 2019, la SUNAT, formuló su recurso de apelación, en base 

a los siguientes fundamentos: 
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 El pronunciamiento de la comisión debe ser declarado nulo ya que se ha 

admitido a trámite una denuncia respecto a una medida que no califica como 

barrera burocrática.  

 El cumplimiento de la disposición cuestionada no es una condición 

indispensable para que el agente permanezca en el mercado, sino es más 

bien una facultad para acceder a la deducción del gasto.  

 La exigencia en cuestión constituye un criterio de determinación de la 

obligación tributaria, supuesto de improcedencia prevista en el literal e) del 

artículo 3° del Decreto Legislativo 1256, Ley de Prevención y Eliminación de 

Barreras Burocráticas.  

 El reglamento de la Ley del Impuesto a la Renta fue emitido en el año 1994, 

cuando las competencias del Indecopi en materia de barreras burocráticas no 

habían sido definidas legalmente, ya que ello recién se produjo a partir de 1996, 

con la emisión del Decreto Legislativo 807, por el cual se creó la comisión de  

acceso al mercado del Indecopi. Así, si bien actualmente se exige la ponderación 

de otras opciones frente a la regulación establecida, ello no resulta aplicable en 

este caso.  

 

RECURSO DE APELACIÓN DEL COLEGIO DE NOTARIOS 

 

Con fecha 23 de agosto de 2019, el colegio de notarios, formuló su recurso de apelación, 

en base a los siguientes fundamentos: 

 Existe una falta de análisis por parte de la Comisión respecto de si la resolución 

a emitirse ocasionaría alguna afectación al interés legítimo del colegio de 

notarios. 

 Existiría un efecto inmediato que afectaría a la función notarial al declarar como 

barrera burocrática ilegal o carente de razonabilidad, en tanto ya no se daría la 

exigencia de la participación de los notarios en la destrucción de desmedros. 

 Según el artículo 71° del Texto Único Ordenado de la ley 27444, ley del 

Procedimiento Administrativo General permite la intervención de los terceros 

cuando sus derechos e intereses puedan ser afectados con la resolución que se 

emita, por lo que no resulta necesario que el interés que se alega sea actual, 

sino que es suficiente poseer un interés legítimo como lo establece el artículo 

101° del Texto Único Ordenado del Código Procesal Civil.  
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RECURSO DE APELACIÓN DE LAS DENUNCIANTES 

 Se adhieren a los recursos de apelación planteados por el MEF y la SUNAT e 

impugnan el pronunciamiento de la comisión en el extremo en el que se 

desestimaron sus argumentos sobre la ilegalidad de la medida cuestionada. 

 Se deben de acumular los procedimientos seguidos en segunda instancia 

respecto del presente expediente (371-2019/SEL) junto con el Exp 187-

2019/SEL que versa sobre la valoración de la medida materializada en los 

informes 290-2003-SUNAT/2B0000 y 064-2014-SUNAT/5D0000. 

 La norma exige que para poder denunciar una barrera burocrática, se acredite 

su existencia. Y para ello, el denunciante debe identificar su forma de 

materialización, entre alguna de las tres alternativas que establece el Numeral 

3.4) del artículo 3° del Decreto Legislativo N°1256, a saber, actos 

administrativos, disposiciones administrativas o actuaciones materiales.  

 Para determinar la cuantía del tributo, la SUNAT es quien debería llevar a cabo 

su propio análisis sin exigir la obligación del notario (que sería la barrera 

burocrática inaplicada). Es así que la inaplicación no implica redefinir o emitir un 

juicio crítico respecto de la cuantía del tributo que debe asumir el contribuyente, 

ni tampoco implica que el INDECOPI se tenga que arrogar competencias 

tributarias que le son ajenas.   

 

RESOLUCIÓN: 0033-2020/SEL-INDECOPI 

 

 Declara la nulidad de la resolución N° 0459-2019/STCEB-INDECOPI que 

concedía el recurso de apelación presentado por el colegio de notarios, y como 

consecuencia declara la improcedencia del referido recurso. 

 

RESOLUCIÓN 0041-2020/SEL-INDECOPI DE LA SALA ESPECIALIZADA EN 

ELIMINACIÓN DE BARRERAS BUROCRÁTICAS 

Mediante Resolución N° 0041-2020/SEL-INDECOPI, la Sala Especializada en 

Eliminación de Barrera Burocrática del Tribunal de Defensa de Competencia y de la 

Propiedad Intelectual, con fecha 03 de febrero del 2020 resolvió denegar el uso de la 

palabra solicitado por la SUNAT y las denunciadas debido a que considera la Sala que 

ya contaban con los suficientes elementos de juicio para resolver la cuestión 

controvertida, resolvió también desestimar la solicitud de acumulación de los 
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expedientes 0187-2019/SEL y 0371-2019/SEL (Exp de Comisión N° 0045-2019/CEB 

formulada por las denunciantes por considerar que no guardan conexión, resolvió 

también rechazar la solicitud de adhesión de apelación formulada por las denunciantes. 

 

La Sala Especializada resolvió también lo siguiente: 

 
 Revocar la Resolución 0345-2019/CEB-INDECOPI del 09 de julio de 2019, en 

el extremo que declaró barrera burocrática carente de razonabilidad la exigencia 

de que la destrucción de los desmedros de existencias deba efectuarse ante 

notario público para ser aceptada para la deducción de renta de tercera 

categoría, materializada en el literal c) del artículo 21° del Decreto Supremo 122-

94-EF, que aprobó el Reglamento de la Ley del Impuesto a la Renta ; y en 

consecuencia declarar improcedente la denuncia interpuesta por Unión de 

Cervecerías Peruanas Backus y Jhonston S.A.A, Cervecería San Juan S.A. y 

Compañía Cervecera Ambev Perú S.A.C 

 
 DEJAR SIN EFECTO la Resolución 0345-2019/CEB-INDECOPI del 09 de julio 

de 2019, en lo correspondiente a sus extremos resolutivos Cuarto, Quinto, 

Séptimo y Octavo. 

 
II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

DEL EXPEDIENTE 

1. Si la exigencia de que la destrucción de los desmedros de existencias deba 

efectuarse ante notario público para ser aceptados por la SUNAT para la 

deducción de la Renta de Tercera Categoría, materializada en el literal c) del 

artículo 21° del Decreto Supremo N° 122-94-EF que aprobó el reglamento de la 

Ley del Impuesto a la Renta constituye una barrera burocrática ilegal o carente 

de razonabilidad. 

 

En la denuncia se alega que esta exigencia de que la destrucción de los desmedros de 

existencias deba efectuarse ante notario público para ser aceptados por la SUNAT 

deviene tanto en ilegal como en carente de razonabilidad. 

 

Su ilegalidad se encontraría en la contravención del numeral 10) del artículo 66° del 

Título Preliminar del TUOLPAG la Ley 27444: “Son derechos de los administrados con 

respecto al procedimiento administrativo, los siguientes… 10. A que las actuaciones 

de las entidades que les afecten sean llevadas a cabo en la forma menos gravosa”  

 

También se estaría yendo en contra del principio de razonabilidad, reconocido en el 
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numeral 1,4) del artículo IV del Título Preliminar del TUOLPAG, así como también los 

principios en los numerales: 1.7) presunción de veracidad, 1.16) privilegio de controles 

posteriores, 1.13) simplicidad y el principio de licitud consagrado en el numeral 9) del 

artículo 248° del mismo cuerpo normativo. 

 

Respecto de ello, la comisión se pronunció diciendo que la exigencia cuestionada habría 

sido establecida en el ejercicio de las competencias otorgadas al MEF mediante su Ley 

Orgánica, en cumplimiento con la formalidad establecida legalmente y conforme a la 

normativa que regula la materia. Por lo que no constituye una barrera burocrática ilegal.  

 

Sin embargo, debido a que no existiría proporcionalidad en la medida en tanto no se 

advierte que el MEF haya acreditado que cualquier otra medida sería más costosa o 

que no sería igual de efectiva que la aplicada a las denunciantes, en tanto no se advierte 

tampoco que el MEF haya evaluado debidamente la proporcionalidad de la exigencia 

cuestionada, procede declarar esta barrera burocrática como carente de razonabilidad. 

 

Finalmente con la resolución Final de la Sala Especializada, se revocó esta resolución 

de la comisión y se declara improcedente la denuncia interpuesta en base a que se 

estaría considerando esta exigencia dentro del literal 3.e) del artículo 3° “El cobro de 

aranceles e impuestos y, en general, cualquier tributo no vinculado, así como los 

criterios para su determinación” del Decreto Legislativo N°1256 correspondiente a “…no 

se consideran barreras burocráticas dentro del ámbito de la ley. 

 
2. La improcedencia de la denuncia presentada en el extremo que materializó la 

exigencia de que la destrucción de los desmedros de existencias deba 

efectuarse ante notario público para ser aceptados por la SUNAT para la 

deducción de la renta de tercera categoría contenida en los informes N° 290-

2003-SUNAT/2B0000 y 064-2014-SUNAT/5D0000 (actuaciones materiales) 

 

Mediante Resolución N°0045-2019/CEB se declaró la improcedencia respecto del 

extremo que materializa la barrera burocrática denunciada por ser ilegal y/o carente de 

razonabilidad en dos actuaciones materiales que han sido recogidas en dos informes 

emitidos por la SUNAT.  

Debemos señalar que de acuerdo al artículo 3° inciso 3 del decreto legislativo N°1256 

una barrera burocrática es toda exigencia, requisito, limitación, prohibición y/o cobro que 

imponga cualquier entidad, dirigido a condicionar, restringir u obstaculizar el acceso y/o 

permanencia de los agentes económicos en el mercado y/o que puedan afectar a 

administrados en la tramitación de procedimientos administrativos sujetos a las normas 

y/o principios que garantizan la simplificación administrativa. La sola calidad de 

exigencia, requisito, limitación, prohibición y/o cobro no implica necesariamente su 

carácter ilegal y/o su carencia de razonabilidad. 

Se debe precisar también que según el artículo 3° inciso 4° del Decreto Legislativo N° 
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1256, existen 3 formas de materialización de las barreras burocráticas (i) actos 

administrativos, (ii) disposiciones administrativas, y (iii) actuaciones materiales. 

Estando las actuaciones materiales definidas en el mismo Decreto Legislativo en su 

artículo 3° inciso 7 como: todo comportamiento, manifestación y/o actividad material de 

una entidad o un funcionario, servidor público o cualquier persona que ejerza funciones 

administrativas por delegación, bajo cualquier régimen laboral o contractual, que sin ser 

viabilizada a través de un acto y/o disposición administrativa, produce efectos jurídicos 

capaces de restringir u obstaculizar el acceso o la permanencia de los agentes 

económicos en el mercado y/o que constituyan incumplimientos de las normas y/o 

principios que garantizan la simplificación administrativa 

Respecto de los informes emitidos por la SUNAT, tal y como se menciona en la denuncia 

aunque estos informes no constituyan parte de un acto administrativo ni de una 

disposición producen efectos jurídicos  restringiendo u obstaculizando la permanencia 

en el mercado de los agentes económicos, ya que trazan una línea interpretativa de la 

autoridad y transparenta el derrotero que hay que seguir para la destrucción de 

desmedros para la eventual deducción de impuestos de tercera categoría.  

 

Entonces, estos informes al ser actuaciones materiales hacen que los administrados se 

vean compelidos a cumplir con lo establecido en ellos y destruir los desmedros en 

presencia de un notario ya que de lo contrario, estos no serán aceptados para la 

acreditación por parte de la autoridad tributaria.  

 

Se cuestiona entonces por qué la comisión decidió declarar su improcedencia, alegando 

que estos informes “…no producen efectos jurídicos puesto que su contenido está 

dirigido a sustentar y/o validar, de ser el caso, información que servirá a las entidades 

de la administración pública para, entre otros, la emisión de disposiciones y/o actos 

administrativos”, además de que a través de dichos documentos se atendían consultas 

referidas al procedimiento de deducción en el caso de los desmedros que está 

establecido en el literal c) del artículo 21° del Decreto Supremo N° 122-94-EF, pero no 

se percibe ninguna imposición de alguna exigencia. Entonces, al no generarse ningún 

efecto jurídico, estos no podrán materializar ninguna barrera burocrática por lo que se 

declaró improcedente la denuncia en este extremo citando el artículo 427° del código 

procesal civil en aplicación supletoria que establece que cuando el demandante 

(entiéndase denunciante) carezca de interés para obrar, el cual debe entenderse como 

el estado de necesidad de tutela jurisdiccional efectiva que requiere una persona jurídica 
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o natural cuando alguno de sus derechos es vulnerado, desconocido o incumplido. Así 

como también citó el numeral 27.2) del artículo 27°  del Decreto Legislativo N°1256 

donde se señala que la comisión podrá declarar la improcedencia si advierte el defecto 

en alguna de las pretensiones, por lo que la declaración de improcedencia se limita a 

aquellas que adolecen del defecto advertido. 

 

Esta resolución fue impugnada alegando que existe una incapacidad en distinguir y 

desligar el concepto de barrera burocrática con su materialización. Alejándose así la 

Comisión del decreto legislativo N° 1256 en donde el concepto de barrera burocrática 

se encuentra en el artículo 3° inciso 3 junto con sus tres elementos constitutivos (tipo de 

imposición, sujeto activo y finalidad de la medida), mientras que sus formas de 

materialización se encuentran en el artículo 3° inciso 4°. 

 

Respecto de ello, la competencia del INDECOPI en materia de barreras burocráticas se 

limita únicamente a este concepto, es decir, el INDECOPI solo puede conocer denuncias 

orientadas a cuestionar barreras burocráticas y no cuestionamientos contra su forma de 

materialización. Ante el INDECOPI no se denuncian actos, disposiciones o actuaciones 

materiales, sino que estas, como forma de materialización sirven como medio 

probatorio de la existencia de las barreras burocráticas denunciadas.  

 

Respecto del motivo de improcedencia citado por la comisión: “falta de interés para 

obrar”, las denunciantes alegan que este se da en los casos que la barrera burocrática 

sea pasada o futura, pero no presenta una aplicación actual, por lo que el procedimiento 

carece de utilidad.  

 

Se debe tener claro que lo que se declara procedente o improcedente son las 

pretensiones según el mismo artículo 27.2) del Decreto Legislativo N°1256 señalado por 

la Comisión. Y así también que la improcedencia a la que se refiere el código procesal 

civil está referida a las pretensiones del accionante. Y en materia de barreras 

burocráticas lo que debería declararse improcedente lo referente la denuncia de la 

barrera burocrática en sí, (artículo 3° inciso 3 del D.L.1256) y no la materialización de la 

misma. 

 

En la impugnación presentada se hace referencia también de la incapacidad para 

distinguir una actuación material. Citando a Francisco Ochoa: “…en efecto, existen 

situaciones en las cuales, las personas que acuden a una entidad pública para solicitar 
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una autorización o un certificado se ven sometidas a la arbitrariedad de un servidor 

público que les exige la presentación de requisitos ilegales en la mesa de partes o 

simplemente es rechazada la solicitud en ese mismo momento. En estos casos, la 

exigencia o restricción no se evidencia mediante un documento formal o norma emitida 

por la entidad, sino mediante el contacto verbal entre servidor y administrado. Asimismo, 

las entidades difunden la imposición de requisitos a través de paneles, folletos, murales, 

página web de la entidad u otro medio de difusión cuyo efecto jurídico resulta distinto al 

de un acto o disposición administrativa y que, sin embargo, su efecto en la práctica 

puede ser similar para quien tramita un procedimiento.” 

 

Se tiene que incluso en el mismo día la comisión habría resuelto de manera contraria 

en tanto se advierte que para la comisión en un caso en específico no fue relevante la 

condición de obligatoriedad para aceptar la actuación material invocada por el 

denunciante, basándose únicamente en su condición de ilegal; sin embargo, en el caso 

presente se consideró la obligatoriedad y como consecuencia de declaró improcedente.  

 

 
3. Del supuesto error al momento de solicitar la adhesión a la apelación por parte 

las denunciantes. 

 

Encontramos que la resolución final de la Sala Especializada se fundamenta en lo 

siguiente:  

“La Directiva 002-1999/TDR-INDECOPI que aprueba los Criterios para la 

tramitación del recurso de adhesión a la apelación dispone como presupuestos y 

requisitos de admisibilidad y procedencia de la adhesión los siguientes: 

o La existencia y vigencia de un recurso de apelación interpuesto, esto es, que el 

recurso haya sido admitido a trámite y que el apelante no se haya desistido de 

aquel. 

o Quien se adhiere debe ser la contraparte del apelante. 

o La solicitud de adhesión debe ser presentada dentro del plazo previsto para la 

absolución del traslado de la apelación  

o Quien se adhiere debe haber sufrido algún agravio con la resolución apelada, al 

no haber obtenido la plena satisfacción de su pretensión o pretensiones. 

Sobre esto la Sala Especializada del INDECOPI alega que, si bien es cierto que se 

cumple con los tres primeros requisitos de admisibilidad y procedencia, las denunciantes 
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no habrían cumplido con demostrar de qué forma la resolución N°0345-2019/CEB-

INDECOPI les genera un agravio, por lo que al no cumplir con todos los requisitos de 

admisibilidad y procedencia se declara improcedente la solicitud de adhesión de 

apelación.  

 

 
III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y LOS 

PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 
Mediante Resolución 0345-2019/CEB-INDECOPI, la Comisión de Eliminación de 

Barreras Burocráticas resolvió Declarar que constituye barrera burocrática carente de 

razonabilidad la exigencia de que la destrucción de desmedros de existencias deba 

efectuarse ante notario público para ser aceptado por la SUNAT para la deducción de 

la renta de tercera categoría, contenida en el literal c) del artículo 21° del Decreto 

Supremo N° 122-94-EF, que aprobó el reglamento de la ley de impuesto a la renta; y, 

en consecuencia, fundada la denuncia presentada por Unión de Cervecerías Peruanas 

Backus y Johnston S.A.A, Cervecería San Juan S.A. y Compañía Cervecera Ambev 

Perú S.A.C., contra el Ministerio de Economía y Finanzas y la Superintendencia 

Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria.  

 

Dispuso también la inaplicación de la barrera burocrática declarada carente de 

razonabilidad del presente procedimiento, al caso en concreto, ordenar como medida 

correctiva que, de conformidad con el numeral 2) del artículo 43° y el numeral 44.2) del 

artículo 44° del Decreto Legislativo N° 1256, el Ministerio de Economía y Finanzas y la 

Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria tienen que 

informar a los administrados acerca de la barrera burocrática declarada carente de 

razonabilidad en un plazo no mayor de 05 días hábiles. 

Y deniega la solicitud de incorporación de tercero administrativo presentada por el 

Colegio de Notarios de Lima. 

 
La Comisión sustentó su Resolución en la falta de proporcionalidad de la medida: “si 

bien es cierto que la entidad (MEF) menciona que las denunciantes y el resto de 

contribuyentes en su posición, deberán de asumir costos –lo que es consecuencia de 

toda regulación- no se advierte que se haya realizado una evaluación del impacto 

positivo y/o negativo de la implementación de la medida denunciada, ello sumado a que 

el beneficio alegado no es más que el cumplimiento de una obligación legal establecida 
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por el Estado, esto es el cumplimiento de las obligaciones tributarias a la que se 

encuentran sujetos todos los contribuyente…” no permitiendo así que se verifique que 

los costos de la exigencia para las denunciantes, serán menores a los beneficios 

obtenidos por ellos.  

 
Mediante Resolución N° 0041-2020/SEL-INDECOPI la Sala Especializada en 

Eliminación de Barrera Burocrática del Tribunal de Defensa de Competencia y de la 

Propiedad Intelectual, Resolvió denegar el uso de la palabra solicitado por la SUNAT y 

las denunciadas, Resolvió también desestimar la solicitud de acumulación de los 

expedientes 0187-2019/SEL y 0371-2019/SEL (Exp de Comisión N° 0045-2019/CEB) 

formulada por las denunciantes por considerar que no guardan conexión, Resolvió 

declarar improcedente la solicitud de adhesión de apelación formulada por las 

denunciantes, así como también REVOCAR la Resolución 0345-2019/CEB-INDECOPI 

del 09 de julio de 2019, en el extremo que declaró barrera burocrática carente de 

razonabilidad la exigencia de que la destrucción de los desmedros de existencias deba 

efectuarse ante notario público para ser aceptada para la deducción de renta de tercera 

categoría, materializada en el literal c) del artículo 21° del Decreto Supremo 122-94-EF, 

que aprobó el Reglamento de la Ley del Impuesto a la Renta ; y en consecuencia 

declarar improcedente la denuncia interpuesta por Unión de Cervecerías 

Peruanas Backus y Jhonston S.A.A, Cervecería San Juan S.A. y Compañía 

Cervecera Ambev Perú S.A.C, dispuso también DEJAR SIN EFECTO la 

Resolución 0345-2019/CEB-INDECOPI del 09 de julio de 2019, en lo 

correspondiente a sus extremos resolutivos Cuarto, Quinto, Séptimo y Octavo. 

 
Motivó su Resolución, en que: (i) “Si bien es cierto a través de los procedimientos de 

eliminación de barreras burocráticas, la comisión y la sala se encuentran facultadas para 

evaluar la legalidad y/o razonabilidad de diversas actuaciones de las Entidades de la 

Administración Publica, dicha competencia no significa que el INDECOPI puede conocer 

cualquier cuestionamiento realizado por los administrados contra una disposición, acto 

o actuación de las referidas entidades por mas efectos restrictivos que aquellos generen, 

sino lo que únicamente se encuentra acorde al marco de sus competencias. En relación 

a ello, en el Decreto Legislativo 1256 encontramos las materias que se encuentran 

expresamente excluidas del procedimiento de eliminación de barreras burocráticas 

como por ejemplo: “el cobro de aranceles, impuestos y, en general, cualquier tributo no 

vinculado, así como los criterios para la determinación de dichos tributos”. Alegaban 

entonces que la medida denunciada guarda directa relación con la determinación de la 
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base imponible a efectos del pago del impuesto a la renta en tanto que la acreditación 

de la destrucción de los desmedros reducirá dicha base y, en consecuencia, el monto a 

pagar por concepto del mencionado tributo. 

 

(ii) ”La exigencia de que la destrucción de los desmedros deba efectuarse ante notario 

público para su deducción no es una medida que tenga por finalidad regular el acceso 

o permanencia de los agentes económicos en el mercado. Sino que está relacionada 

con el documento que para la SUNAT resulta idóneo a efectos de probar el cumplimiento 

de una obligación legal (obligación de acreditar los desmedros para su deducción)” y (iii)   

“Los gastos deducibles previstos en el TUO de la Ley del Impuesto a la Renta se 

encuentran determinados en función al principio de causalidad, esto es, la relación de 

necesidad del gasto respecto a la actividad económica generadora de renta o el 

mantenimiento de la fuente productora. En el caso particular de los desmedros, se 

desprende que, en tanto estos constituyen perdidas de existencias que son inherentes 

al proceso productivo, devienen en fastos deducibles para efectos de determinar la base 

imponible” 

 

 
Análisis respecto de las resoluciones de la Comisión y de la Sala Especializada:  

 

En el caso presentado las resoluciones finales de la Comisión y de la Sala Especializada 

son contrarias, declarando la comisión que la barrera burocrática seria carente de 

razonabilidad, mientras que la Sala Especializada considera que la presunta barrera 

burocrática se encontraría enmarcada en el literal e) del artículo 3 del decreto legislativo 

N°1256 que hace referencia al cobro de aranceles e impuestos y, en general, cualquier 

tributo no vinculado, así como los criterios para su determinación. Por lo que, dice la 

Sala, no se podría considerar como una barrera burocrática.  

 

Debo mencionar que no me encuentro conforme en su totalidad con ninguna de las dos 

resoluciones finales. Considero que estamos frente a una barrera burocrática tanto ilegal 

como carente de razonabilidad. Sin embargo, si tuviese que opinar respecto de quién 

resolvió mejor a mi criterio, considero que fue la Comisión en el extremo que declara 

como una barrera burocrática carente de razonabilidad la exigencia de que la 

destrucción de los desmedros de existencias deba efectuarse ante notario público para 

ser aceptados por la SUNAT para la deducción de la renta de tercera categoría. 
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Cuando nos encontramos frente a una barrera burocrática denunciada, una vez ya 

admitida a trámite (cumple con los tres elementos que conforman una barrera 

burocrática: tipo de imposición, sujeto activo y efecto que encontramos en el artículo 3° 

inciso 3° del Decreto Legislativo N° 1256), para saber si esta es ilegal o carente de 

razonabilidad, existen pasos a seguir.  

 

Debo hacer la precisión de que en esta parte del informe también  sustentaré mi posición 

respecto del primer punto de la parte precedente sobre los principales problemas 

jurídicos: “Si la exigencia de que la destrucción de los desmedros de existencias 

deba efectuarse ante notario público para ser aceptados por la SUNAT para la 

deducción de la Renta de Tercera Categoría, materializada en el literal c) del 

artículo 21° del Decreto Supremo N° 122-94-EF que aprobó el reglamento de la Ley 

del Impuesto a la Renta constituye una barrera burocrática ilegal o carente de 

razonabilidad.” 

 

Primero, si del análisis de legalidad realizado se concluyera que la barrera burocrática 

cumple con ser legal, y únicamente si se hubiesen presentado indicios de carencia de 

razonabilidad, se procederá con el test o análisis de razonabilidad. Si de este análisis 

se concluye que la barrera burocrática cumple también con ser razonable, entonces el 

INDECOPI no podrá ordenar su inaplicación por ser esta una barrera burocrática legal 

y racional. Pero si no hubiese pasado alguno de los dos análisis, se deberá inaplicar al 

caso en concreto o en abstracto según correspondiera. 

 

Se debe señalar que si por ejemplo una barrera burocrática fallase en el test de legalidad 

la autoridad podría directamente declarar que es una barrera burocrática ilegal y ordenar 

su inaplicación o de lo contrario proseguir con el análisis de razonabilidad. Esto queda 

a discreción de la autoridad.   

 

Encontramos en el artículo 14° del Decreto Legislativo N° 1256, el análisis de legalidad. 

El cual consiste en tres ítems, se hace la precisión de que en caso se determinase la 

ilegalidad por el ítem primero, ya no sería necesario evaluar los ítems segundo y tercero 

para declarar fundada la denuncia. Tenemos entonces como primer ítem: “Si existen o 

no atribuciones conferidas por ley que autoricen a la entidad a establecer y/o aplicar la 

barrera burocrática bajo análisis”. Es decir, si la entidad tiene o no competencia. 

 

En el presente caso la barrera burocrática que se estuvo analizando fue la materializada 

en el literal c) del artículo 21° del Decreto Supremo N° 122-94-EF  el cual fue emitido 
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por el Ministerio de Economía y Finanzas. El MEF, tal y como está en la resolución final 

de INDECOPI es competente en tanto lo dispuesto por el artículo 5° del Decreto 

Legislativo N° 183, Ley orgánica del Ministerio de Economía y Finanzas.  

 

Como segundo ítem: “Si la entidad siguió los procedimientos y/o formalidades que exige 

el marco legal vigente para la emisión y/o publicación de la disposición administrativa 

que materializa la barrera burocrática”  

 

Al respecto, se tiene que en este caso la medida ha sido impuesta a través de un decreto 

supremo por lo que el MEF ha cumplido con la formalidad dispuesta legalmente para la 

imposición de la medida cuestionada.  

 

Sobre estos dos primeros ítems, debo hacer la precisión de que mi pronunciamiento 

hubiese sido igual que el de INDECOPI.   

 

Como tercer ítem: “Si a través de la imposición y/o aplicación de la barrera burocrática 

se contraviene normas y/o principios de simplificación administrativa o cualquier 

otro dispositivo legal” 

 

Aquí la comisión dijo que la exigencia se habría establecido legalmente y conforme a la 

normativa que regula la materia. Para analizar de manera correcta este ítem, debemos 

volver a la denuncia donde las denunciantes señalan la contravención del numeral 10) 

del artículo 66° del TUOLPAG la Ley 27444: “Son derechos de los administrados con 

respecto al procedimiento administrativo, los siguientes… 10. A que las actuaciones de 

las entidades que les afecten sean llevadas a cabo en la forma menos gravosa”  

 

Es evidente que la Comisión ha omitido por completo pronunciarse respecto de este 

artículo. El Decreto Supremo es bastante claro. Considerando además que las 

denunciantes en su escrito de denuncia presentan una lista de 8 items de otras medidas 

menos gravosas y que evidentemente no han sido consideradas al emitir la barrera 

burocrática. Es decir, existían por lo menos 8 opciones menos gravosas de las otras 

tantas que podrían existir.  

 

Tampoco se demuestra la realización de ningún estudio para comprobar que en todo 

caso la barrera burocrática emitida fuese la más eficaz e idónea.  
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También se estaría yendo en contra del principio de razonabilidad, reconocido en el 

numeral 1.4) del artículo IV del Título Preliminar del TUOLPAG, debido a que no existe 

un fin público que explique la existencia de la barrera burocrática denunciada, lo que 

existe es el interés de una entidad de la administración publica en trasladar el costo de 

ejercer sus competencias de supervisión, disminuyendo su propia carga administrativa 

afectando de manera económica al administrado.  

 

Se vulneran también  los principios de los numerales: 1.7) presunción de veracidad, en 

tanto se parte de la premisa de que el administrado va a mentir. Respecto de este 

principio en 2021, Pacori Cari afirma que: 

 

“Esta es una presunción relativa o iuris tantum por cuanto se admite prueba en 

contrario, verbi gratia, la presentación de una declaración jurada en un 

procedimiento administrativo se presume cierta en tanto no se acredite que su 

contenido es falso…” (p. 10) 

 

En cuanto al principio de licitud consagrado en el numeral 9) del artículo 248° del mismo 

cuerpo normativo se establece que las entidades deben presumir que los administrados 

han actuado apegados a sus deberes mientras no cuenten con evidencia en contrario. 

 

Estos ultimo dos principios mencionados tienen bastante relación con el principio de 

controles posteriores que encontramos en el numeral 1.16) del artículo IV del Título 

Preliminar del TUOLPAG, ya que en lugar de privilegiar este principio prefieren 

desconocer los principios de licitud y el de presunción de veracidad. 

 

Por ultimo respecto del principio de simplicidad que encontramos en el numeral 1.13) 

del artículo IV del Título Preliminar del TUOLPAG se establece que los trámites 

establecidos por la autoridad administrativa deberán ser sencillos, debiendo eliminarse 

toda complejidad innecesaria; es decir, los requisitos deberán ser racionales y 

proporcionales a los fines que se persigue cumplir.  

 

Sobre esto, considero que se evidencia la vulneración a este principio en tanto no se 

elimina la complejidad, que en este caso sería la exigencia de la presencia de un notario, 

es decir en lugar de aceptar cualquiera de las otras opciones señaladas como por 

ejemplo una grabación, que obviamente es más sencilla de realizar, se exige una 

obligación adicional que solo vuelve el procedimiento más complejo.  



  EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO N° 045-2019/CEB 

 

 
21 

 

En tanto a todo lo mencionado, tomando un papel de comisión, declararía la exigencia 

de que la destrucción de los desmedros de existencias deba efectuarse ante notario 

público para ser aceptados por la SUNAT para la deducción de la Renta de Tercera 

Categoría, materializada en el literal c) del artículo 21° del Decreto Supremo N° 122-94-

EF que aprobó el reglamento de la Ley del Impuesto a la Renta si constituye una barrera 

burocrática ilegal. 

 

De acuerdo a lo establecido en el numeral 14.3 del artículo 14° no procedería con el 

análisis de razonabilidad en tanto ya se declaró la ilegalidad de la barrera burocrática 

denunciada y continuar con un análisis de razonabilidad significaría gastar recursos 

humanos y económicos que se podrían utilizar en resolver otras denuncias presentadas. 

 

En cuanto a la resolución final de la Sala Especializada, debo decir que no estoy de 

acuerdo en lo absoluto con ella, debido a que su pronunciamiento de revocar se basa 

en líneas generales en que supuestamente la exigencia denunciada como barrera 

burocrática ilegal y carente de razonabilidad seria materia tributaria y por lo tanto el 

INDECOPI no tiene competencia para resolver sobre ello y por lo tanto declara 

improcedente la denuncia. 

 

Se debe señalar que si bien es cierto que el Decreto Legislativo N°1256 excluye del 

concepto de barrera burocrática a “el cobro de aranceles e impuestos y, en general, 

cualquier tributo no vinculado, así como los criterios para su determinación.” Esta 

exclusión como todas las señaladas en el Decreto Legislativo N°1256 en el numeral 3.3 

del artículo 3° se dan para delimitar de manera clara y que el INDECOPI no resuelva 

sobre competencias ajenas a la suya. 

 

En el presente caso, no se cuestiona el criterio de determinación en sí, sino el hecho de 

exigir una prueba que resulta onerosa para poder acceder al criterio de determinación. 

Es decir, hablamos de un paso previo a llegar al criterio de determinación. No se le está 

pidiendo al INDECOPI definir, revisar o validar la cuantía de impuesto a la renta o de 

cuánto será la deducción de este impuesto. Si no que, lo que se tiene es una formalidad 

ilegal para poder acceder a la deducción del impuesto a la renta.  

 

Haciendo así la Sala Especializada un análisis bastante somero que concluyó en la 

improcedencia de la denuncia, cuando en realidad y debido a lo señalado anteriormente 
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se debió de declarar la exigencia denunciada como una barrera burocrática ilegal y/o 

carente de razonabilidad.  

 

Ahora respecto del segundo punto de la parte precedente sobre los principales 

problemas jurídicos: La improcedencia de la denuncia presentada en el extremo que 

materializó la exigencia de que la destrucción de los desmedros de existencias 

deba efectuarse ante notario público para ser aceptados por la SUNAT para la 

deducción de la renta de tercera categoría contenida en los informes N° 290-2003-

SUNAT/2B0000 y 064-2014-SUNAT/5D0000 (actuaciones materiales) 

 

Este problema jurídico se da a raíz de la incapacidad de reconocer la diferencia entre la 

materialización de la barrera burocrática y la barrera burocrática en sí.  

 

En este caso en particular lo que se habia denunciado era una sola barrera 

burocrática, la que consistía en la exigencia de que la destrucción de los desmedros 

de existencias deba efectuarse ante notario público para ser aceptados por la SUNAT 

para la deducción de la renta de tercera categoría materializada tanto en una disposición 

(literal c) del artículo 21° del Decreto Supremo N° 122-94-EF) y en dos actuaciones 

materiales (informes emitidos por la SUNAT). 

 

Carece de sentido entonces que se declare la improcedencia de la denuncia en el 

extremo que la materializa en los informes pero que; sin embargo, admita a trámite la 

denuncia de la misma barrera burocrática materializada en el reglamento de la ley del 

impuesto a la renta. Lo que ocasionó que al impugnar el rechazo de la materialización 

en los informes de la SUNAT, la CEB parta el expediente en dos y eleva ese único 

extremo, resolviendo además el extremo admitido. Esta partición es ilegal en tanto 

contraviene lo estipulado Art. 161° del TUOLPAG, la regla del expediente único.  

 

La primera instancia declaró improcedente la barrera burocrática materializada en los 

Informes de la SUNAT bajo el cuestionable argumento de que no son de obligatorio 

cumplimiento y por lo tanto no tienen efectos jurídicos, pero procedente la barrera 

burocrática materializada en el Reglamento. Entonces se debe suponer que la Comisión 

del INDECOPI considera que son dos barreras burocráticas distintas, lo cual es erróneo. 

 

En segunda instancia se solicita la acumulación de expedientes debido a que al partir el 

expediente, los medios de prueba de la existencia de la barrera burocrática se dividen, 
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además de que estamos hablando de una misma barrera burocrática denunciada en un 

mismo procedimiento administrativo que evidentemente se encuentran relacionadas. 

Sin embargo, la sala dijo que estas no tienen conexión A esta conclusión se llega luego 

de afirmar que en un caso “el objetivo de la controversia está referido a la presunta 

imposición de una barrera burocrática carente de razonabilidad, materializada en una 

disposición administrativa aplicable a una generalidad de administrados (Reglamento 

de la Ley del IR), mientras que en el Expediente 0187-2019/SEL se discute si los 

Informes 290- 2003-SUNAT/2B0000 y 064-2014- SUNAT/5D0000 contienen o no una 

barrera burocrática que haya sido impuesta a las denunciantes”. Nuevamente se pone 

de manifiesto la dificultad del INDECOPI de distinguir entre la barrera burocrática y su 

materialización, al grado incluso de transformar una sola medida cuestionada en dos 

“sin conexión” alguna entre ellas.  

 

En definitiva, este expediente nunca debió partirse y se debió resolver como uno solo, 

tal cual fue denunciada en un primer momento, como una única barrera burocrática 

materializada tanto en una disposición administrativa como en dos actuaciones 

materiales. 

 

Esto llama la atención bastante porque se supone que lo que busca el Mecanismo de 

Eliminación de Barreras Burocráticas y Simplificación Administrativa es la inaplicación 

de la mayor cantidad de barreras burocráticas ilegales o carentes de razonabilidad para 

proteger la iniciativa privada y la libertad de empresa, manteniendo un equilibrio entre el 

interés privado y el interés público al procurar una eficiente prestación de servicios al 

ciudadano por partes de las entidades de la administración pública.  

 

A pesar de ello, al incurrir en errores como el de no diferenciar la materialización de la 

barrera burocrática, varias denuncias sobre barreras burocráticas que deberían seguir 

su trámite y analizar su legalidad y/o razonabilidad, son declaradas improcedentes.  

 

Esto significaría que un supuesto mecanismo que debería destrabar barreras 

burocráticas que afecten el ingreso o la permanencia al mercado de cualquier 

administrado, o que los afecte en la tramitación de procedimientos administrativos  

pierda la importante utilidad que debería de tener.  
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Presento a continuación un cuadro con data de las barreras burocráticas denunciadas 

y como concluyeron durante los años 2015, 2016, 2017, 2018 y 20191 

Fuente: Lindley-Russo, A. y Gonzales, D. (2020) Presentación 34 en "Acceso al Mercado & Barreras 

Burocráticas". 

 

Se observa de este estudio que la tendencia en cuanto a denuncias fundadas baja, 

teniendo en 2015 la cantidad de 307 denuncias fundadas, mientras que en 2019 solo 

189. Y en cuanto a las declaradas infundadas sucede lo contrario, de tener 15 en 2016 

a llegar a las 68 en 2019. La tendencia en cuanto a las denuncias declaradas 

improcedentes iba en subida los años 2015, 2016 y 2017, teniendo una caída en 2018. 

Sin embargo, si se hace la comparativa entre los años 2015 con 47 denuncias 

improcedentes y en 2019 con 92, las cifras son igual de alarmantes.  

 

Sobre el tercer punto de la parte precedente sobre los principales problemas jurídicos: 

“Del supuesto error al momento de solicitar la adhesión a la apelación por parte 

las denunciantes”. 

 

La Sala Especializada mediante su resolución final declara improcedente la solicitud de 

adhesión a la apelación debido a que consideró que no se habia cumplido con los 

                                                         
1 Este estudio fue elaborado por Lindley-Russo, A. y Gonzales, D. (2020) Presentación 34 en "Acceso al 
Mercado & Barreras Burocráticas".  
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presupuestos de procedencia y admisibilidad contemplados en la Directiva 

correspondiente.  

 

En la Directiva Nº 002-1999-TRI -INDECOPI respecto del supuesto presupuesto 

incumplido encontramos lo siguiente: “c) El que se adhiere no debe haber resultado 

vencido con la resolución apelada por la otra parte, sino simplemente no haber obtenido 

la plena satisfacción en su o sus pretensiones, ya que lo contrario significaría amparar 

una actitud negligente de la parte vencida de poder cuestionar la sentencia pese a haber 

dejado transcurrir el plazo para apelar de la misma.” 

 

Se debe entender entonces que esta figura se creó no para que la parte vencida logré 

apelar habiéndose terminado su plazo, porque esta figura podría prestarse para tal; sin 

embargo, se cumple con delimitar ese extremo.  

 

Se creó para que la parte vencedora en primera instancia, quien, evidentemente no 

apelaría la resolución que le favorece, pueda adherirse a la apelación que muy 

probablemente pueda interponer la parte contraria, la parte vencida a quien si le 

agraviará la resolución.  

 

Dicho esto, la parte vencedora no puede tener agravios en sentido estricto devenidos 

de una resolución que le favorece porque no se estaría perjudicando ni sus derechos ni 

sus intereses. Lo que sí se puede dar y que justamente se señala en el literal c) del 

artículo segundo de la directiva Nº 002-1999-TRI -INDECOPI : “…no haber obtenido la 

plena satisfacción en su o sus pretensiones”.  

 

Esto se observa en el presente caso ya que si bien es cierto, la Comisión declaró la 

barrera burocrática denunciada como carente de razonabilidad y se ordenó la 

inaplicación de la misma. Se puede hablar de una falta de satisfacción plena ya que la 

denuncia no versaba únicamente respecto de su carencia de razonabilidad, sino que 

también sobre su ilegalidad y la Comisión declaró la barrera burocrática denunciada 

como legal. 

 

En tanto a ello, la lógica empleada para declarar improcedente el pedido de adhesión 

mostrado en este caso por el INDECOPI, significaría que realmente esta figura de 

adhesión devendría en inutilizable, ya que nunca se va a poder hablar de agravios como 

tal y únicamente de no haber obtenido una satisfacción plena, que, aunque si se 
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fundamentó en el escrito presentado por las denunciantes este fue rechazado.    

 

IV. CONCLUSIONES 

 Debe tenerse claro el concepto de barreras burocráticas establecido en el 

numeral 3.3) del artículo 3° del Decreto Legislativo N°1256, el cual establece que 

son barreras burocráticas toda exigencia, requisito, limitación, prohibición y/o 

cobro que imponga cualquier entidad, dirigido a condicionar, restringir u 

obstaculizar el acceso y/o permanencia de los agentes económicos en el 

mercado y/o que puedan afectar a administrados en la tramitación de 

procedimientos administrativos sujetos a las normas y/o principios que 

garantizan la simplificación administrativa. La sola calidad de exigencia, 

requisito, limitación, prohibición y/o cobro no implica necesariamente su carácter 

ilegal y/o su carencia de razonabilidad. 

 Es importante también, tener claro que existen supuestos en los que el 

INDECOPI no se podría constituir un barrera burocrática que se encuentran 

también en el numeral 3.3) artículo 3° del Decreto Legislativo N°1256. 

 Teniendo tres formas de materialización de las barreras burocráticas 

establecidas en el Decreto Legislativo N°1256. En el presente caso estamos 

frente a la denuncia de una sola barrera burocrática que se materializa no solo 

en una disposición, sino que también en dos actuaciones materiales. 

 El criterio tomado por INDECOPI respecto de la procedencia e improcedencia 

de esta denuncia deviene en perjudicial para los administrados, en tanto se 

resolvería sin identificar plenamente la diferencia entre una barrera burocrática 

y su materialización. Estando la barrera burocrática definida en el numeral 3.3) 

del artículo 3° del Decreto Legislativo N° 1256. Mientras que las formas de 

materialización en el numeral 3.4) del artículo 3° del Decreto Legislativo N° 1256. 

 De ninguna manera se puede considerar que los informes emitidos por la SUNAT 

no producen efectos jurídicos, ya que si bien es cierto estos informes no son 

disposiciones, ni actos administrativos de los cuales no cabría duda respecto de 

los efectos jurídicos que producen,  en la práctica sí obligan a los administrados 

a destruir sus desmedros de existencias en presencia de un notario porque si no 

para la SUNAT no se estaría acreditando la destrucción de los desmedros para 

la deducción del impuesta a la renta de 3ra categoría.  
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 Respecto de la solicitud de incorporación como terceros administrados de los 

notarios se debe decir que, se podría pensar que tienen un interés legítimo en 

cuanto se les menciona directamente en el centro de la discusión, además de 

que se podría alegar que de ser inaplicada la barrera burocrática el mercado de 

los notarios se reduciría. Sin embargo, no hay un interés personal debidamente 

acreditado ya que no tiene repercusión directa en su ámbito privado, sino que el 

INDECOPI analizará si una barrera burocrática materializada en una disposición 

emitida por el MEF constituye o no barrera burocrática ilegal o carente de 

razonabilidad. Además de ello, también debemos considerar que realmente no 

iba a haber un aporte relevante por parte de ese colegiado, en el sentido de que 

no toda la normativa a analizar estaba ya presentada tanto por la SUNAT, el 

MEF y las denunciadas, lo único que se iba a lograr era, declarar la nulidad de 

todo lo actuado y por lo tanto dilatar más el procedimiento. Distinto hubiese sido 

si únicamente se hubiese denunciado al MEF y la SUNAT hubiese solicitado su 

incorporación como tercero administrado. En supuesto si procedería su solicitud.  

 Respecto de la adhesión de apelación, se debe tener claro que la figura está 

direccionada a ser usada por los vencedores en primera instancia tal y como lo 

señala el artículo segundo de la directiva 002-1999/TDR-INDECOPI. Estando a 

ello, carece de sentido que la Sala Especializada declare improcedente la 

adhesión debido a no haber fundamentado los agravios que le ocasiona la 

resolución que se apela. Es evidente que un agravio como tal no se puede dar 

en tanto esa resolución te favorece; sin embargo sí que se puede no estar 

plenamente satisfecho, tal y como fue en el presente caso y como se explicó en 

el análisis realizado líneas arriba. 
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